Sistemas de gobierno del poder judicial.

Documento de sustentación.

ANTECEDENTES: LAS BASES DE LA ORGANIZACIÓN DEL PODER JUDICIAL. LA DECLARACIÓN DE CANARIAS.
Una de las áreas temáticas de la VI Cumbre Iberoamericana de Cortes Supremas y Tribunales Supremos de Justicia, celebrada en Canarias en 2001, tenía por objeto “Los sistemas de Gobierno del Poder Judicial”. Las conclusiones alcanzadas en esta área formaron parte de la llamada Declaración de Canarias. El elemento que inspiró a todos los representantes de las Cortes y Tribunales Supremos Iberoamericanos al momento de suscribir dicha Declaración fue la preocupación, manifiestamente expresada, de profundizar en la garantía de independencia judicial. 

La  Declaración de Canarias contribuyó así a sentar los principios esenciales que debían inspirar a nuestros sistemas de organización y gobierno del Poder Judicial. Sobre el eje de la garantía de la independencia judicial, todos expresaron su  coincidencia en concebir el Poder Judicial como una organización caracterizada por: 

1. Unos fines a los que sirve (nota teleológica). Lo cual le hace estar orientada a satisfacer la prestación eficiente del servicio público continuado de la justicia, en condiciones de igualdad de acceso a todos los ciudadanos, y que inspire su confianza no sólo como factor esencial para la protección de sus derechos sino también para el desarrollo económico y social;

2. Ser independiente por definición, esto es, constituirse en un Poder del Estado libre de interferencias o influencias de los otros Poderes o ajenos a la recta aplicación de la ley;

3. Autónoma en los instrumentos para la consecución de tales fines.  Es preciso que la estructura  esté integrada por medios materiales y personales, donde cobre especial protagonismo la forma de selección de los jueces y magistrados, su capacitación, evaluación de su rendimiento y, en definitiva el control de su actividad, con escrupuloso respeto a la independencia judicial. 

Sobre esta concepción del Poder Judicial como garante de los derechos de los ciudadanos y de la independencia judicial, y respetados estos principios, en la Declaración subyacía  la idea de que el modelo de gobierno del Poder Judicial no tenía por qué ser único. Es cierto que se hacía la recomendación de que “por ser la función jurisdiccional la tarea esencial de los jueces”,  las tareas administrativas deberían encomendarse a órganos especializados. Pero, sean cuales fueren las diversas formas de gobierno del Poder Judicial adoptadas en cada país, en el que en todo caso deben estar garantizados los mecanismos de comunicación y coordinación entre todos los organismos integrantes del Poder Judicial, los esfuerzos deben ir encaminados a un mismo fin: la administración de los recursos humanos y materiales debe actuar facilitando el cumplimiento de la labor jurisdiccional en condiciones de plena independencia. 

Y para hacer plausibles estos propósitos se ratificaba la voluntad de llevar a cabo las siguientes acciones: 

a) Estrechar la cooperación y comunicación entre las Cortes Supremas y Tribunales Supremos de Justicia; así como, en su caso, con los órganos de gobierno del Poder Judicial de cada País, con el objeto de identificar, analizar y evaluar conjuntamente los sistemas y modelos más eficientes para la administración de los recursos del Poder Judicial, desconcentrando esa función en órganos especializados, a fin de que aquellos dediquen su mayor quehacer a la función jurisdiccional y se brinde un mejor servicio a los ciudadanos.

b) Proporcionar capacitación en esta materia, estableciendo los mecanismos de cooperación con otras instituciones y organizaciones. 

c) Impulsar y propiciar las reformas constitucionales y legales que sean necesarias para privilegiar la mayor independencia y autonomía del Poder Judicial, y de los mecanismos de selección, inspección y disciplina de los Jueces y Magistrados.

d) Propiciar el desarrollo de estudios e investigaciones tendentes a analizar los sistemas de administración y gerencia, al efecto de obtener nuevas fórmulas que faciliten y hagan más eficaz la función jurisdiccional.”

FORTALECIMIENTO INSTITUCIONAL COMO PRESUPUESTO Y CONDICIÓN DEL DESARROLLO.
Expresar la firme convicción de que el desarrollo de nuestras sociedades y la superación de la pobreza y las desigualdades que todavía subsisten, exige la existencia de un contexto político-social en el que se respeten las libertades y se promueva la defensa de los derechos humanos, lo que no puede lograrse sin un Poder Judicial dotado de una institucionalidad fortalecida que garantice la estabilidad, permanencia y neutralidad de sus órganos de gobierno. 

La anterior convicción se alcanza cuando se constata que el valor Justicia se erige como uno de los valores supremos de nuestros Ordenamientos Jurídicos, para cuya consecución resulta necesario disponer de una institucionalidad fortalecida conforme a referentes internacionalmente asumidos. De ahí, que sea preciso transmitir a los responsables políticos que la inversión en Justicia es inversión en calidad democrática, único cauce que nos permitirá dar a los ciudadanos lo que legítimamente nos reclaman, es decir, una tutela judicial efectiva.

EL GOBIERNO DEL PODER JUDICIAL:  NUEVAS PERSPECTIVAS DE ESTUDIO.

La Declaración de Canarias supuso un primer y decisivo paso al sentar unos mínimos comúnmente aceptados sobre los principios que debían regir la organización y gobierno de nuestros Poderes Judiciales Iberoamericanos.

Al retomar aquella temática con ocasión de la presente edición de Cumbres y Encuentros, debemos tener en cuenta nuevas perspectivas que condicionan las conclusiones que puedan razonablemente adoptarse. 

Debe así tenerse en cuenta la conveniencia de incorporar a dicha temática el acervo de Cumbres y Encuentros. Por un lado, los avances conseguidos en otras áreas temáticas, tanto los plasmados en las Declaraciones de Cancún y Zacatecas (surgidas de la VII Cumbre y del III Encuentro, respectivamente), como los actualmente en desarrollo en el seno de las presentes ediciones de Cumbres (VIII) y Encuentros (IV). Temáticas de tan alto interés para el gobierno del Poder Judicial como son las relativas al acceso a la justicia y su instrumentación a través de la Carta de Derechos de la Persona ante la Justicia, el desarrollo y difusión que ha tenido el Estatuto del Juez Iberoamericano, el alcance de la concepción de un espacio judicial iberoamericano, los esfuerzos de puesta en común en materias como la incorporación de nuevas tecnologías, la relación con los medios de comunicación social, la financiación de la Justicia o la estadística judicial, así como la profundización de los trabajos dirigidos a mejorar la capacitación judicial inicial y continuada o al fortalecimiento de los sistemas de comunicación e información judicial.  
Los resultados y conclusiones allí obtenidos contribuyen a situar en un adecuada dimensión el tratamiento del área temática del Gobierno del Poder Judicial. Enriquecen la perspectiva de estudio, a la par que clarifican e intensifican el enfoque del tema del Gobierno del Poder Judicial delimitándolo conceptual y funcionalmente y haciendo gravitar sobre él los aspectos jurisdiccionales y estructurales de un modelo de justicia eficaz, independiente y garantizadora de los derechos de los ciudadanos al que todos los sistemas de organización judicial proyectan sus legítimas ambiciones.

Pero junto a los avances logrados en el seno de las Cumbres y Encuentros Iberoamericanos, ha de tenerse muy en cuenta la consolidación de un alto grado de diversidad en los sistemas adoptados por nuestros países a la hora de afrontar un tema tan delicado como es el del gobierno del Poder Judicial, por lo que no resulta posible ya trasladar modelo alguno para su implantación en otros paises, sino profundizar en que, cualesquiera que sean los modelos elegidos, estos se desenvuelvan en su quehacer diario de gobierno del Poder Judicial como verdaderos garantes de la independencia del Poder Judicial, considerado en su conjunto y frente a otros Poderes del Estado, y de todos y cada uno de los jueces y magistrados que en su seno desempeñan su labor jurisdiccional. 

GOBIERNO DEL PODER JUDICIAL:  DELIMITACIONES  CONCEPTUAL Y FUNCIONAL.
“Poder judicial” es un concepto polisémico. Los términos “Poder Judicial” encierran diversos significados; hacen referencia, por un lado, a una potestad del Estado; pero también se contiene en ellos la acepción de una estructura organizativa compleja.

El Poder Judicial como potestad jurisdiccional está centrado en la facultad de aplicar las leyes, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado. 

El Poder Judicial como estructura organizativa muestra al sistema judicial como una organización cuya complejidad va en aumento a medida de la propia diversidad y complejidad de los asuntos que se encomiendan resolver a los órganos judiciales y al propio órgano/s que asume/n tareas de gubernativas. Esa estructura organizativa viene soportada por dos pilares:

(a) El pilar estrictamente jurisdiccional, esto es, la propia organización de juzgados y tribunales, de los órganos jurisdiccionales, en definitiva. Esta organización está articulada sobre criterios territoriales –que garantizan la implantación del aparato judicial en todo el territorio nacional-, jerárquicos o funcionales -en orden a posibilitar la revisión de las resoluciones por vía de los recursos -, y materiales –que atienden a la distribución de competencias-.

(b) El  pilar gubernativo, en el que quedarían incluidos la totalidad de los órganos, procesos, sistemas y subsistemas de gestión y administración, y recursos –tanto materiales como humanos- necesarios para el funcionamiento del servicio público de la Justicia.

La existencia del Poder Judicial en la actualidad no puede concebirse sin combinar ambos aspectos: el jurisdiccional y el organizacional. La existencia de un verdadero Poder Judicial exige que la función del ejercicio de la jurisdicción –esencia del Poder Judicial- por jueces y tribunales adquiera una dimensión amplia, de acción conjunta, tanto en los aspectos organizativos, como en los sustantivos inherentes al ejercicio de la función de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado. De ahí la necesidad de que existan instancias de gobierno del Poder Judicial, dotados de una autonomía organizativa que le permita desenvolverse como Poder del Estado.

SISTEMAS DE GOBIERNO DEL PODER JUDICIAL: LA PREVALENCIA DEL “CÓMO SE GOBIERNA” SOBRE EL “QUIÉN GOBIERNA”.

Tradicionalmente, han sido tres los grandes grupos de sistemas de organización del gobierno del Poder Judicial en un Estado de Derecho. Un modelo externo, históricamente en retroceso, en el que se confía las principales decisiones de gobierno en general, y del estatuto de los jueces en particular, a órganos no integrados en el Poder Judicial. Un segundo modelo, interno o administrativo, que atribuye en principio, o en última instancia, en virtud de recurso, las decisiones en la materia a los propios órganos jurisdiccionales. Y un tercero, denominado institucional, que encomienda el gobierno del Poder Judicial a órganos creados por el constituyente para desempeñar ese cometido.


Trasladando este esquema al contexto de los Poderes Judiciales Iberoamericanos, de manera simplificadora, cabría hablar de aquellos países que adoptan el modelo institucional en sentido puro, al confiar el gobierno de los jueces a un órgano constitucional generalmente denominado Consejo de la Judicatura o del Poder Judicial, con distintos grados de intervención del Poder Ejecutivo en la administración de los recursos materiales y del personal no jurisdiccional. Y aquellos en los que las funciones de gobierno quedan retenidas en la cúspide del máximo órgano jurisdiccional (normalmente la Corte Suprema de Justicia). No faltan finalmente sistemas más atenuados en los que, sin desconocer el órgano del Consejo, éste no excede de las funciones propias de gestión y administración, subordinado jerárquicamente a la Corte Suprema de Justicia, que incluso reserva para sí determinadas áreas competenciales.


No escapa a ningún observador que tanto los sistemas de autogobierno absoluto o integral como aquellos que muestran un autogobierno relativo o matizado presentan sus ventajas y también inconvenientes. 


Pero el núcleo  de la cuestión no está en determinar cuál es o no el mejor modelo o sistema. Emprender este camino, nos llevaría a un terreno o zona de nadie por la generalización en la que incurriríamos, pues faltaría la perspectiva del contexto, necesidades, particularidades y sistemas legales de cada país difícilmente reconducibles a pautas comunes.


La tendencia a la estrategia común en orden a la unificación de Cumbres y Consejos  muestra cual es el adecuado enfoque de la cuestión. Cualquiera que sea la fórmula de gobierno adoptada por cada sistema judicial, lo prevalente es la existencia de una zona de consenso que manifiesta la común y firme convicción de que la actuación de los órganos de gobierno del Poder Judicial debe estar inspirada en potenciar y preservar la independencia en el ejercicio de la potestad jurisdiccional.

 
Por ello,  en un Estado de Derecho la forma o sistema de gobierno del Poder Judicial (quién ejerza tal o cuál o función) no es lo decisivo, sino el cómo se gobierne en aras a garantizar la independencia judicial. Gobierno del Poder Judicial se asimila así conceptualmente a un poder garantizador de la  independencia Judicial y de los derechos de las personas en el ejercicio del derecho a la tutela judicial efectiva. 

LA CONSOLIDACIÓN Y REFORZAMIENTO DEL GOBIERNO DEL PODER JUDICIAL. ASPECTOS INSTITUCIONALES: LA SEPARACIÓN DE LAS FUNCIONES JURISDICCIONALES Y DE GOBIERNO DE LAS FUNCIONES JURISDICCIONALES. 

Ya queda dicho que ha sido aspiración de los procesos institucionales de Cumbres y Encuentros Iberoamericanos insistir en que, cualquiera que sea la fórmula de gobierno adoptada por cada sistema judicial, éste debe orientarse a permitir los máximos niveles y garantías de independencia. Independencia predicable tanto respecto del Poder Judicial, considerado en su conjunto, como de todos y cada uno de los jueces que dentro de él desempeñan su labor jurisdiccional.

Desde la constatación de que no existen fórmulas mágicas que por su simple aplicación se conviertan en sistema ideal para el gobierno del Poder Judicial, confirmamos las apreciaciones de la VI Cumbre de Canarias, en el sentido de señalar la conveniencia de diferenciación entre las funciones jurisdiccionales y las relativas al gobierno del Poder Judicial. Tres razones aconsejan tal separación:

· que la formación y especialización de los jueces y magistrados no garantiza una adecuación de los órganos jurisdiccionales para las tareas de gestión administrativa, 

· que asumir esas tareas supone una sobrecarga de trabajo que puede repercutir en la propia capacidad de las Cortes Supremas para el ejercicio de sus altas funciones jurisdiccionales, y

· que la confusión entre los roles jurisdiccionales y gubernativos de las Cortes Supremas entraña un peligro cierto al hacer coincidir en aquéllas la competencia de revisión jurisdiccional de las decisiones de los órganos judiciales inferiores y la potestad inspectora y disciplinaria respecto de los integrantes de éstos últimos.

Abogamos por ello a favor del mayor grado de desconcentración de las funciones de gobierno y administración del Poder Judicial en órganos dotados con personal especializado en tales tareas, cuyos responsables no es aconsejable que desempeñen en modo alguno funciones jurisdiccionales. Ello permitirá no solo liberar a jueces y magistrados de la pesada carga administrativa y de gobierno, sino también la mejor adecuación profesional del personal encargado de tales tareas administrativas.

Tal desconcentración funcional resulta especialmente recomendada en relación con los procesos de selección, formación, promoción, cese, provisión de destinos y régimen disciplinario y evaluación del desempeño de jueces y magistrados. Se trata en todos estos casos de materias especialmente sensibles para la independencia de éstos, individualmente considerados. En su regulación y tratamiento deben imperar los principios, procedimientos y declaraciones recogidos en el Estatuto del Juez Iberoamericano, blindándolas –precisamente en garantía de esa independencia- frente a ingerencias o manipulaciones espurias.

En el caso de atribución (total o parcial) de funciones de gobierno y administración del Poder Judicial a los Consejos de la Judicatura, constatamos –salvo previsión constitucional o legal en sentido contrario- la conveniencia de que:

· ambos órganos estén presididos por la misma persona, siendo éste el Presidente de la Corte Suprema. 

· que las funciones relativas a selección, promoción, cese, provisión de destinos, régimen disciplinario y evaluación del desempaño de jueces y magistrados estén encomendadas preferentemente a juristas, en su mayoría provenientes de la Carrera Judicial. 

· que estén perfectamente definidas las funciones que corresponden al Consejo de la Judicatura, de aquéllas que permanecen residenciadas en la Corte Suprema.

LA CONSOLIDACIÓN Y REFORZAMIENTO DEL GOBIERNO DEL PODER JUDICIAL. ASPECTOS OPERATIVOS.
Sentada la necesaria diferenciación entre las funciones estrictamente jurisdiccionales de las propias de gobierno del Poder Judicial, resulta necesario insistir en el alto nivel de eficacia y eficiencia en la gestión que demanda una realidad tan dinámica y compleja como aquella que cae bajo la órbita del gobierno del Poder Judicial. Esas funciones de gobierno no pueden realizarse debidamente de una forma meramente intuitiva y sin un aparato administrativo adecuado. Una política judicial merecedora de tal nombre necesita de toda una serie de esfuerzos y recursos. 

Gobernar implica en primer término, realizar los correspondientes diagnósticos o análisis de situación que permitan –a través de un proceso abierto a todos los sectores implicados- identificar problemas y carencias, señalar objetivos e identificar el paradigma o modelo de justicia hacia el que se tiende. Esa labor previa permitirá la elaboración de planes o programas de acción, que doten de racionalidad, coherencia y continuidad a la acción de los órganos que en cada caso asuman las funciones de gobierno de dicho Poder Judicial durante un determinado mandato o período de tiempo.

Descendiendo un escalón más, la toma de decisiones por los órganos de gobierno del Poder Judicial, requiere que éstos dispongan de un sistema de información adecuadamente tecnificado que proporcione información actualizada, fiable y adecuada que, incorporando una nueva cultura en el proceso de toma de decisiones, permita: 

· sustentar en datos objetivos, actuales, adecuados y fiables, científicamente explotados, sus decisiones,

· medir el éxito o fracaso de las decisiones adoptadas, y

· justificar ante terceros (otros poderes, opinión pública, etc.) las opciones elegidas.

Todas esas tareas de prospección, verificación y contraste de objetivos y resultados, de recopilación, tratamiento y explotación de la información, de toma de decisiones, así como de gestión y administración ordinaria, provisión de recursos humanos y materiales, y la exigencia de las adecuadas previsiones presupuestarias, demanda una profesionalización, tecnificación y modernización de las instancias de gobierno de nuestros Poderes Judiciales. 

Para la consecución de esos fines, resulta del mayor interés el intercambio constante de información, conocimientos y experiencias que hemos venido realizando a través de los procesos institucionales de Cumbres y Encuentros. 

En estos foros hemos alcanzado conclusiones y consensos importantes en temáticas que, transcendiendo las simples declaraciones institucionales y programáticas, se refieren también a aspectos operativos relativos a la articulación de estos sistemas y métodos de trabajo. Sistemas estadísticos, de evaluación del desempeño, de inspectoría o supervisión judicial, de capacitación, de formación de formadores, de documentación e información judicial, de incorporación de nuevas tecnologías, son todas materias que han merecido nuestra atención a lo largo de las sucesivas ediciones de Cumbres y Encuentros. Y para su mejor consecución, hemos creados instancias comunes de carácter permanente, tales como la Red Iberoamericana de Escuelas Judiciales, la Red Iberoamericana de Documentación e Información Judicial, el Centro Iberoamericano de Capacitación Judicial Virtual o el Aula Iberoamericana.

Sin duda que todo ese acervo contribuirá a que las decisiones adoptadas en aquellos marcos de actuación se caractericen por su rigor y contribuyan en definitiva a hacer posible unos sistemas de gobierno del Poder Judicial no sólo eficaces y eficientes, sino –tal y como comenzamos diciendo- constituidos en garantes de la independencia judicial. Que duda cabe que todo ello coadyuvará también a lograr una imagen transparente de la justicia frente a los otros Poderes del Estado y la opinión pública. 
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